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d~sc aSI el supuesto rusI con una cuestton de orden públrco. Que no se
aJusta? Derecho la Interpretación extensiva que la Registradora hace de
[0.5 a.rtlculos 7. número 8. de la Ley de Sociedades de Responsabilidad
LI.mllada y 174. número 15. del Reglamento del Registro Mercantil.
Dichos preceptos se refieren a los actos constitutivos de la Sociedad, y
a las menciones o extremos que han de hacerse constar en la eonstitu.
ción, 3.1 crear una entidad mercantil. Que se ha pasado por alto la
aplicaCión del artículo 147 del Reglamento del Registro Mercantil. en
virtud de lo establecido en los artículos 177 de dicho Reglamento y 11
de la L~y de Sociedades de Responsabilidad Limitada. Que al alegar en
el escnt~ del recurso los articu!o 145 del Reglamento del Registro
Mrrcantil y 116 de la Ley de SocIedades Anónimas se quiere hacer ver
que el Legislador Mercantil limita la duración de los nombramientos de
Administrador ·en el ámbito temporal e impone la caducidad de los
nombramientos por el simple transcruso del tiempo. Esta opinión se
apoya.también en el artículo 13 de la Ley de SocIedades de Responsabili­
dad LJOlÍtada. Que podrían verse vulnerados los artículos la, 14, 17 Y
53.1 de la Constutición Española, si prospera la,tesis de la irrenunciabili­
dad de cargos sociales.

Funda~entos de derecho

Vistos los artículos 1.732 y 1.737 del Código Civil: 122, 133, 138
y 141' de la Ley de Sociedades Anónimas, 7. números 8 y 11, de la Ley
de Sociedades de Responsabilidad Limitada, y 147 Y 177 del Regla-
mento del Registro Mercantil. .

1. En el presente recurso se debate sobre la posibilidad de inscribir"
en el Registro Mercantil la renuncia formulada por el Administrador
único de determinada Sociedad de responsabilidad li"litada.

2. Sin prejuzgar ahora sobre la facultad que corresponde a los
Administradores para desvincularse unilateralmente del cargo que les ha
sido conferido y aceptado por más que la Sociedad pretenda oponerse
a el!o .(vid. artículos 1.732 del Código Civil, 141 de la Ley de Sociedades
AnoOlmas. 11 de la Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada y
147 Y 177 del Reglamento del Registro Mercantil). no cabe desconocer
que el mínimo deber de diligencia exigible en el ejercicio de ese cargo
cuando todos renunciaron simultáneamente (que impide proceder a los
nucvosnombramientos por cooptación que prevé el artículo 138 de la
misma Ley), obliga a los Administradores renunciantes, pese a su
deci~ión, a continuar al frente de la gestión hasta que la Sociedad haya
po:dldo adoptar las medIdas necesarias para proveer a dicha situación
(Vid. artículos 127 de la Ley de Sociedades Anónimas, ¡; 1.737 del
Códi~o Civil). lo que en el caso deba,i,jo impone su ordinar la
lOscnpción de las renuncias cuestionadas hasta que haya sido consti­
tuida la Junta general -que los renunciantes deben convocar- para que
en ella pueda proveerse al nombramiento de nuevos Administrndores.
evitando así una paralización de la vida social inconveniente y períudi­
cial. de la que aquéllos habrian -de responder (vid. artículos 127, 1.0,
y 133. 1.0. de la Ley de Sociedades Anónimas).

Ell~ armoniza ,aqemás. con el contenido del artí~ulo 141 de laI;.ey
de SOCIedades Anonlmas. cuando presupone la neceSIdad de aceptación
de la renuncia por el órgano competente para proveer la vacante. por
más que se trate de una aceptación obligada y meramente formularia.

Por todo ello esta Dirección General ha acordado desestimar el
recurso. confirmando el acuerdo y la nota del Registrador.

Madrid. 27 de mayo de 1992.-EI Director general. Antonio Pau
PcdrÓn.

Sr. 'Registrador mercantil de Valencia.

RESOLUCfON de I de jimio de 1992. de la Dirección
General de los Registros y del Notariado. en el recurso
gubernativo interpuesto por el Notario de Barcelona don
José Vicente Martrne:-Borso López contra la negativa del
Registrador de la Propiedad l1úmero J5 de los de Barcelona
a inscribir una escritura de' compraventa. en virtud de
apelación del recurrente,

En el recurso gubernativo interpuesto por el Notario de Barcelona
don José Vicente Martínez-Borso López contra la negativa del Registra­
dor de la Propiedad número 15 de los de Barcelona a inscribir una

'escritura de compraventa, en virtud ~e apelación del recurrente,

Hechos

El día 31 de mayo de 1989, mediante escritura pública autorinda por
el Notario de Barcelona don José Vicente M<lrtlnez-Borso López, la Caja
de Pensiones para la Vejez y de Ahorros de Cataluña y Baleares vendiÓ
al Gremio de Vendedores de Vehiculos a Motor de Barcelona y

ProVincia, por el precIO y condiCiones que en dIcho documento se
establecen. la tinca que en el mismo se describe. En (a referida escritura
se- pactan las siguientes cláusulas: «Segunda. El precio de esta venta se
fija en 35.000.000 de pesetas. de las cuales: a) 100.000 pesetas declaran
los representantes de la entidad vendedora haberlas recibido antes de
este acto de la parte compradora. por lo que otorgan en su favor eficaz
y total carta de pago por dicha suma. b) La cantidad restante de
1:!.900.000 pesetas las entrega la parte compradora a la vendedora, en
este acto. mediante cheque contra Banco Español de.Crédito número
039493. de 31 de mayo, nominativo. La parte vendedora otorga a favor
de los compradores. lotal '! eficaz carta de pago por dicha cantidad. sin
perjuicio de lo establecido en el artículo 1.170 del Código Civil. B) Y
el resto de 22.000.000 de' pesetas. incrementado con el interés anual del
12 por 100, que la voluntad negocial constituye como una sola
obligación integrante de la contraprestación básica del comprador. se
aplaza para ser satisfecho por éste en 144 plazos mensuales. los dias I
de cada mes, desde 1 de julio de 1989 al-I de junio del año 200 l. ambos
inclusive. de importe unitario de 288.952 pesetas cada uno de ellos.
excepto el último. que es de 289.000 pesetas. Dichas cuotas están
calculadas se$un el llamado sistema francés. de acuerdo con el cuadro
de amortizaCIón que me entregan firmado por ambas partes y que dejo
unido a la presente escritura. Los pagos se harán mediante cargos en la
cuenta número 1.635.71 que el comprador mantiene en la oficina 468
de la Caja vendedora, quien queda autorizada expresamente para ello.»
«Tercera. La falta de pago a su vencimiento de dos cualesqUIera de los
plazos indicados. o del último de ellos, tendrá el carácter de condición
resolutoria explicita a que se refieren los artículos 1.504 del Código Civil
y 11 de la Ley Hipotecaria, con los efectos que determina el artículo 59
de su reglamento. La resolución plena y automática de la venta se
producirá por la notificación del vendedor al. comprador, y por el
transcurso del plazo de gracia de treinta días, a contar desde el siguiente
a la notificación. que ésta misma deberá conceder. El título inscribible
será el del vendedor, acompañado de los documentos que justifiquen el
haberse practicado la notificación. el transcurso del plazo de gracia. y,
en su caso, los justificantes de la consignación a que se refiere el artículo
175 del Reglamento Notarial. Como chiúsula penal. que forma parte de
la estructura misma de la condición resolutoria pactada. ambas partes
establecen y la parte compradora consiente expresamente que en caso de
resolución la vendedora retenga en su poder en concepto de pena por
incumplimiento, utilización de la finca vendida e indemnización por
daños y perjuicios. la mitad de las cantidades que la parte compradora
hubiese satisfecho hasta el momento de la resolución. sin que en ningún
caso dicha indemnización pueda superar el 20 por- 100 del precio total
de la linea \¡;r:;dida por cada año transcurrido desde la firma del presente
contrato. El vendedor. al consignar el precio pagado, en el momento de
ejerCItar la resolución. podrá deducir directamente dichas cantidades,
por entender que, en caso de ser aplicable el artículo 1-.154 del Código
Civil, corresponderia al comprador solicitar judicialmente la modera­
ción de la pena. y no al vendedor perjudicado por su incumplimiento.
Igualmente quedarán en beneficio del vendedor, en caso de resolución,
'f sin derecho a indemnización, cuantas obras e instalaciones de carácter
tija hubieren sido realizadas en la finca vendida por el comprador.
Ambas partes establecen. y el vendedor consiente expresamente. que la
condición resolutoria pactada quedará extinguida por el transcurso de
sesenta meses a contar desde el vencimiento del último plazo. si antes
no se hubiese ejercitado el derecho de resolución, y no conste en el
Registro de la Propiedad asiento de prórroga convencion;¡l del plazo, o
de ejercicio por el vendedor de las acciones que le correspondan por
razón de esta venta, pudiendo cancelaarse en la forma prevIsta en el
artículo 355 del Reglamento Hipotecario.»

1I

Presentada la anterior escritura en el Registro de la Propiedad
número 15 de los de Barcelona fue calificada. con la siguiente nota: (Por
haber caducado el anterior asiento de presentación. después de cuatro
prescntaciones sucesivas. se ha presentado nuevamente el documento y
se procede a nueva calificación conforme al artículo 108 del Reglamento
Hipotecario. Examinada la escritura y puesto de manifiesto al presen~
tante que el precedente título puede ser susceptible de inscripción parCial
conforme al artículo 434 del Reglamento Hipotecario, opta por no
realizar tal operación y en cambio. solicita, expresamente y por escrito,
por nota al margen del asiento del Diario, que se extienda nota de
calificación. Se ha advertido repetidamente al presentante de su respon~
sabilildad ante una decisión que excluya de los beneficios de la garantía ­
registral al documento presentado, conforme a los artículos l.718, 1.720
y 1.722 del Código Civil. No obstante insistió en dicha solicitud y se
extiende la nota en estos términos: No practicada la inscripción de la
prccedente escritura, conforme a los artículós 18 y 37 de la Ley
HipotC'Caria. por los siguientes defectos: L° Porque la resolurión plena
v automática de la venta y la reinscripción a favor del vendedor no es
inscribible por las siguientes. razones:. a) Porque tal resolución y
reinscripción infringe o viola las Resoludones de la Dirección General
de los Registros y del Notariado de 5, 6 Y 7 de febrero de [990. que
exigen, en todo ("aso (no ~n su caso, como dice la escritura) la previa o
simultánea consignación global de las cantidades que hubiera percibido



BOE núm, 165 Viernes 10 julio 1992 23877

el vendedor del comprador, por virtud del contrato resuelto. b) Porque
la escritura se refiere exclusivamente a la consignación del "precio
pagado" y para o.ada a los intereses percibidos, lo que vulnera y viola
kI uoctrio<l de las citadas Resoluciones de la Dirección General de los
Registros y de! Notariado de 5. 6 }' 7 de febrero de 1990, que exigen "la
consignación global" previa o sImultánea, de las cantidades que el
vcndl'dor hubicr<l recibido del comprador en virtud del contrato resuelto
(articulos 1.124 y 1.195 del Código Civil). e) Porque la mentada
escritura contraviene las referidas Resohlciones, las cuales imponen que
"debe constar .auténticamente" y "se reflejen con exactitud en la
inscripción las fechas de todos los vencimientos mensuales y las
cantidade~ que en cada vencimiento corresponden a principal y a
inlereses", ya que el cuadro de amortización que se incorpora a la misma
110 cumple los requisitos del artículo 25 de la Ley del Notariado ni del
artículo 151 de su Reglamento. pues los días, anos -estos últimos.
:ldcmás, incompletos- y cantidades aparecen sólo expresados en guaris­
mos. a pesar de afectar al valor o precio del contrato -muy concreta·
mcnlc a su resolución- y, también porque los meses de los vencimien­
tO\. ndemás de incompletos. no vienen expresados en lengua castellana
ni autonómica. d) Porque la sentencia del Tribunal Supremo de 19 de
juilo de 1989 dice "es claro Que la sanción del artícule 59 del
Regbmento Hipotecario es excepcional y debe interpretarse c.en sentido
restrictivo. por lo que si el comprador notificado, no consIente ni se
allana a la resolución, sólo procede declarar ésta por vía judicial",
el Este procedimiento de resolución por una mera notificación provo­
caría que el artículo 59 del Reglamento Hipotecario sea "inconstitucio­
11:::11" o de "muy dudosa constitucionalidad" (artículo 24 de la Constitu­
ción l. según doctrina reciente de destacados tratadistas. debido a la
indefensión que puede producir. ya que el Registrador, con facultades
cuasi judiciales decide la resolución oyendo a una sola de las partes (el
vendedor), lo que puede suponer una extralimitación de la competencia
de dicho Registrador, pues al ser dicha resolución una cuestión
contenciosa corresponde su solución al Poder Judicial, al que no se le
pueden sustraer estos supuestos, como se deduce claramente de la
Sentencia del Tribunal Supremo antes citada. t) Porque al expresarse
en la escritura que "caso de ser aplicable el artículo 1.154 del Código
Civil, correspondería al comprador solicitar judicialmente la modera­
ción de la pena y no al vertdedor perjudicado por su incumplimiento",
esto no es inscribible porque imphca una inversión de la posición
procesal de las partes, al establecerse que el que debía figurar como
demandado (el comprador) fi$ure como demandante y el demandante.
que es el vendedor o "perjudtcado" aparezca como demandado. pacto
quc contraviene las normas de derecho procesal que son de derecho
necesario. g)Porque la escritura. al referirse al titulo inscribible, dice
..... y. en su caso, los justificantes de la consignación a que se refiere el
artículo 1-75 del Reglamento Notarial". el cual se refiere a una 'Cosa tan
diferente o distinta de la consignación, como es la determinación de
cargas o gravámenes que pesen sobre los bienes inmuebles". Quizá la
escritura con esta referenCia legal ha querido remitirse al articulo 175,
regla sexta, del Reglamento Hipotecaflo (no n~tarial), que sí alude a la
consignación del valor de los mmuebles o el Importe de los plazos de
bienes inmuebles, sujetos a condiciones resolutorias. Es de observar que
tal referencia posiblemente equivocada se encuentra en 12 escrituras
presentadas -en las que la parte vendedora es la misma entidad e
idéntico el funcionario autorizante- y de las que también se ha pedido
nota de calificación, lo que indica que tal modelo es uniforme para todas
ellas y propio de la contratación en masa, lo que es objeto de la Ley de
Consumidores, 2.° Porque la cláusula ·penal, contenida en la cláusula
"tercera" de la escritura. no puede tener acceso al Registro: a) Porque
al prever la escritura la deducción directa, por la c1áusu!a penal, al
consignar el"precio pagado", en el momento de ejercitar la resolución,
contravienen las Resoluciones de 5, 6 Y7 de febrero de 1990, que exigen
la "consi~nación global" de todas las cantidades percibidas, sin deduc·
clón de nlOguna clase. b) Porque al Registro sólo acceden los derechos
reales sobre inmuebles (artículos 1, 1.°,2 Y98 de la Ley Hipotecaria, y
7.9 y 51, 6.°, de su Reglamento). por la cual no pueden tener acceso al
mismo la cláusula penal Que es-obli,aeión entre las partes sin trascen­
dencia real inmobiliaria. según múltiples Resoluciones de la Dirección
General de los Registros y del Notariado. Por eso reiterada jurispruden·
cia de la Dirección General de los Registros y del Notariado dice que el
Registrador, en su función calificadora. está "obligado a un examen
minucioso del título para depurarlo de aquellos elementos carentes de
los requisitos estructurales necesarios para modalizar el derecho de
propiedad... y ello a pesar de estar conectados a otros de indudable
carácter real", por eso intentar que accedan al Registro pactos de
carácter personal, como los citados. implica pretender que el Registro en
Españ<l sea de mera transcripción de todo el negocio jurídico. cuando.
en base a la función calificadora. es un Registro de inscripción o meTO
extracto de dicho contrato, lo que tiene contenido real o efectos "erga
omnes" c) Porque lo contenido en la cláusula tercera y el apartado b)
de la s.egunda mfringen o contravienen la Ley de Defensa de los
Consumidores de 19 de julio de 1984, especialmente sus números, 2.°.
3.°. 4. 0. 5.° Y8,° de la letra c) del apartado I del artículo 10 debiéndose
aplicar a esta escritura el apartado 2 de dicho precepto. 3.° Porque al
configurarse en el documento que el precio, ~ncrementado con los
intereses. "por voluntad negocia!. constituyen una sola obligación". 'se

vulneran preceptos fundamentales del sistema jurídico, como el artículo
1.966, 3.°. así como el 1.916. ambos del Código Ciyil. así como artículos
W!iico~ de la Ley Hipotecaria, como el 12, el 144 e incluso los artículos
116 y 157. Asimismo se infringe el artículo 1.884 del Código Civil y la
doctrina de la jurisprudencia. que dan un carácter restnctivo a la
interpretación del artículo 1.504 del Código Civil, exigicndo un incum­
plimiento de 1<1 obligación principal. grave y obstativo. 4.° Porque al
cxpn:sarse en la escritura que el precio, incrementado con los intereses.
"por voluntad negocial, constituye una sola obligación", esto implica
intentar confundir o alterar el contenido de los conceptos básicos del
sistema jurídico, el preclO y los Intereses, pues son conceptos muy
diferentes y supone una contradicción con el cuadro de amortización
que se deja unido a la escritura. ambos conceptos son distintos (precio
e intereses). pues cada uno tiene su regimen JurídICO y su causa, siendo
el primero el "precIO de la finca" y el segundo el "precio del dinero
aplazado". Con esto se olvida Que las leyes que establecen estos
conceptos básicos del sistema jurídico no pueden resultar afectadas por
la autonomía de la voluntad de las partes, ya que lo prohíbe el artículo
1.255 del Código CiVIl. 5.° Porque se vulnera el articulo 327 de la
Compilación del Derecho Civil de Cataluña, aplicable por analogía. pues
el pacto de no indemOlzar al comprador cuamas obras e instalaCIOnes de
carácter fijo hubieren sido realizadas en la finca vendida por el
comprador no puede tener acceso al Registro, por su carácter personal
y por ser un pacto que no puede afectar a terceros poseedores. 6. u

Porque en virtud de I~ "t~dición jurídi~a catalana:' a que se refiere el
artículo I de la CompllaclOn. en Cataluna procede Interpretar de forma
restnctlva el comIso y el pacto de "lex commisoria", lo que hace
impropio la amplitud. tanto de supuestos como de efectos. Que pretende
dar la escritura calificada. 7.° Por no acompanarse ahora los Estatutos
sociales del "Gremi de Venedors de Vehicles a Motor de Barcelona i
PrO\:incia". Se puede conseguir la "inscripción parcial" del documento,
con el consentimiento aque se refiere el articulo 434 del Reglamento
Hipotecario. No procede tomar anotación preventiva de suspensión, Que
tampoco se ha solicitado. Extendida esta nota, sólo cabe la subsanación
de los defectos o promover contra ella, si se estima procedente, recurso
gubernativo. el cual se tramitará conforme lo dispuesto en los artículos
66 de la Le~' Hipotecaria y 112 Y siguientes de su Reslamento, siendo
en primera IOstancia entre el excelentísimo señor PreSidente del Tribu­
nal Superior de Justicia de Cataluña. y en alzada. si procede, ante la
Dirección General de los Registros y del Notariado. en los plazos
scñalados por dichos preceptos.-Barcelona, 2 de noviembre de 1990.-El
Registrador.-Flrmado: Fé!lx Martínez Cimiano.»

1II

El Notario autorizante del documento interpuso recurso gubernativo
contra la anterior calificación, y alegó: Que la nota recurrida deniega la
inscripción de una compraventa con precio aplazado y condiCIón
resolutoria explícita. por considerarse por el Registrador que los
intereses del precio aplazado no pueden Quedar amparados bajo la
cobertura del articulo 1.504 del Código Civil, y porque considera que la
cláusula penal inserta en eHa no es inscribible, dada su naturaleza
personal. 11. Que la doctrina sentada por la Dirección General de los
Registros y del Notariado en las Resoluciones de S, 6 Y7 de febrero de
1990 se opone a lo contenido en los defectos uno, tres y cuatro de la nota
de calificación. IU. Que al defecto segundo de la nota de calificación se
opone: a) La doctrina de las citadas Resoluciones, y b) Se acepta la tesis
de dichas Resoluciones en cuanto a la consignación total del precio. a
los efectos de re inscripción del dominio a favor del vendedor. Pero, a los
efectos que aquí interesan, la justa ponderación de los intereses en juego
sólo exige la constancia registral. por lo Que a la cláusula penal se refiere
del párrafo cuarto de la cláusula tercera de la escritura, IV. Que no
existe el defecto Quinto. puesto que está peñectamente claro que se trata
de un pacto interpartes y. por tanto. no tiene por QUé reflejarse en el
Registro. reflejo que nadie ha solicitado expresamente. V. Que tampoco
existe el defecto sexto, puesto que SI hay alguna tradición es justamente
Ja inversa. por 10 Que la alegación de tal defecto no pasa de ser un intento
para limitar las instancias del recurso, que ya el ex.celentísimo señor
Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña desestimó en
cuanto a tal pretensión en auto de fecha 15 de octubre de 1990. VI. Que
el defecto séptimo resulta chocante: a) Porque en la intervención de la
escritura están tranSCritos l.os Estatutos en lo pertinente, y b) Porque el
defecto no- estaba en la primera nota.

IV

El Registrador de la Propiedad. en defensa de su nota. informó:
-\) Que. como cuestiones previas. hay que señalar: 1.0 El presentante
del documento no ha dado su conformidad a la inscripción parcial del
mismo. 1.° La entidad vendedora no ha interpuesto ningún recurso
contra la nota de calificaCión. por el contrario. en muchas escrituras
autorizadas por otros Notarios en que actuaba la misma Caja. como
vendedora. los presentantes dieron Su conformidad en la inscnpción de
la escritura. sin constancIa alguna de la cláusula penal, y 3.° El
recurrcnte ha dejado pasar el momento procesal oportuno para reputar

"
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bastante de los argumentos de la nota de califtcación (<.lrticulos 113. 121
Y In del Reglumento Hipotccario),B) Que en cuunto a los defectos de
la nota de calificación hay que significar: 1. La escritura vulnera la
dOI.'trina de ,las Resoluciones de 5, 6 Y 7 de febrero de 1Y9Ü. ~n cuanto
a la obligaCIón de consignación previa o simultánea. Que la escritura
calificada es de un modelo diferente al que provocó las citndas
R-::~olucioncs. La cuestión es muv importante para el funcionamIento
Jd Registro ue la Propiedad. y se 'ha d~' impedir la inscripción de dicho
parrafo -::n virtud de lo establecldo en los artículos L párnlfo 3 y 38 de
la Ley HipotecarIa. pues en caso contrario se provocaría una "aparieryCla
jurídica". incumpliéndose con ello la. Resolución de 4 de julio de 1')84.
11. Que la esctitura. ¡,}] hablar de consignar el precio, solamente viola la
doclrlna de las Resoluciones de 5. 6 y 7 de febrero de 1990. que exigen
consignación de todas las cantidades recibidns por el vendedor. 1lI. Que
el cuadro de amortización infringe la doctrina de las Resoluciones
anteriormente citadas. puesto que los días y años aparecen sólo
expresados en guarismos a pesar de afectar al valor o precio pel contrato.
los anos están incompletos y los meses de los vcnclmientos. además de
incompk'tos. no vienen expresados en lengua castellana ni autonómica
(artículo 25 de la Ley del Notariado y 51 del Reglamento Notarial).
IV. ,Que. según la escritura, los intereses 10 son por razón dd préstamo.
Tel1lendo en cuenta lo estableCido en el artículo 18 de la Ley Hipoteca~

riu. del contenido del título resulta que el precio aplazado está
l'onfigurado como un préstamo o crédito con intereses y. por tanto, no
pueden garantizarse con condición resolutoria sencíllamente porque
srría un supuesto de pacto de comiso en el préstamo, 10 que no está
permitido por la legislación vigente (articulas 1.859 y 1.884 del Código
Civil) y las Resoluciones de 24 de mayo de 16 de septiembre fueron
terminantes en pro de la interpretación estricta del comiso. Las
Rcsolucio'nes de 5, 6 Y 7,de febrero de 1990 tienen diferencias en lo!'>
supuestos de hecho con la escritura calificada y, por otro lado, en virtud
del artículo 4. 2.°. del Código Civil. no se puede aplicar la analogía por
ser una ley excepcional el pacto de comiso. V. Que el comiso no es
aplicable a los intereses, a pesar de que no se hubiera mencionado el
préstamo. El derecho de garantía moderno está en la figura de hipoteca,
que surge frente al comiso.' porque en elIa se satisfacen todos los
intereses en juego, con la aplicación del sobrante dclcrédito a los que
Iienen derecho a ello. La mayor conflictividadjuridica actual se produce
precisamente _a través del pacto de «lex comisaria». que supone un
privilegio excepcional para el vendedor. Que .en este punto hay que
seiia,lar lo establecido en la Ley de Venta a Plazos de Bienes Muebles de
17 de julio de 1965. artículo 19 'i las Resoluciones de 20 de mayo. 23
y 16 de octubre de 1987. VI. Que el englobamienw ~~ una sola
obligución de precio e intereses supone una contradicción. con lo que
sei'lala el cuadro de amortización y, además. un fraude de ley. Que el
recurrente nada dice sobre este punto enel escrito del recur~o. VII. Que
en lo referente al carácter restrictivo o excepcional del articulo 59 del
Reglamento Hipotecario, cabe destacar la sentencia del Tribunal
Supn.'mo de, 19 de julio de 1989. y la cláusula tercera de la escritura
calificada no son conformes con la interpretación que hace la citada
sentencia. VIlI.Que hay que entender que si no se hace al artículo 59
del Reglamento Hipotecario.dicha interpretación restrictiva es inconsti·
tucional. por tanto. a partir de la Constitución ha de ser muy cuidada
la redacción notarial de los contratos que tengan pactos resolutorios
e,xplícitos. En este tema hay que destacar la Resolución de 28 de julio
dc 1988. IX. Que el artículo 1.504 del Código Cid es objeto de una
interpretación restrictiva por parte de 1<\ doctrina jurisprudencial en un
doble sentido: a) ObligaCIOnes que pueden garantizarse con tal artículo:
La obligación principal del pago del precio y no las obligaciones
aecesoriaso accidentales (entre ellas.--Ios intereses), sentencias del
Tribunal Supremo·de 29 de abril de 1904. 21 de mayo de 1948. 17 de
julio de 1950,7 de julio de 1963. 8 de febrero de 1915 y 4 de mayo de
1982: 'i Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del
Notariado, de 17 de noviembre de 1978, 29 de diciembre de 1982. 24
de marzo y 16 de septiembre de 1987, y b) E.xigencia por el Tribunal
Supremo de que el incumplimiento sea grave y obstativo y revele una
voluntad deliberadamente rebelde (sentencias citadas anteriormente y
las de 21 de febrero y 4 de marzo de 1986. 12 de mayo de 1988 y 2 de
junio de 1989). X. Que los extremos de inversión de la carga de la
prueba en el articulo 1.154 del Cód~o Civil y consignación, en su caso,
a los que se refieren los apartados t} y g) de la nota de calificaCIón, no
han sido rebatidos por el recurrente. XI. Que en cuanto a la cláusula
penal: a) Vulnera las Resoluciones de 5, 6 Y 7 de febrero de 1990:
b) Que es un pacto personal. sin trascendencia real y por tanto no
inscribible. Las Resoluciones citadas no entran propiamente a examinar
la naturaleza y configuración jurídica de la clausula penal. sino que
lwonocen que se trata de un pacto obligacionaL Que en el Registro no

-se inscribe el negocio, sino los derechos reales y pactos de trascendenCIa
re31. en virtud de negocio que sirve como título (artículos 1.°,2.°. 51, 6.
0, Y98 de la Ley Hipotecaria y 605 del Códi~o Civil y Resolución de 5
de abril de J990). Que la cláusula penal reterida en la escritura cs un
pacto meramente obligacional e indemnizatorio. que constituye un mero
~<crédito escriturario», sin que pueda alectar a tercer05. o:omo serian los
titul3res ulteriores de créditos hipotecarios o d:: otros derechos reaks. y
tampoco debe tener preferencia sobre otros créditos escriturarios de
fecha anterior, aunque no estcn inscritos en el Registro, a pesar de lo

\.'slablecido e.'n d :lrtículo 32 d\.' la Ley Hipotecaria. Qu~ 13 única ¡i)rma
de garamizlIr Un¡l obligación que tiene que ser objero de sentencia de
cond\.'na es con d señalamiento de un «quantum)) máximo 3. tr,:wés de
la hipotec:! de seguridad. Que reforzando el carácter personal de la
cláusula penal ~, por tanto, no inscnblble. hay que citar: Los autos del
e\cdcntisimo PreSIdente dd Tribunal Sup\.'rior de Justicia de Cl1alUlia
de ll:ch3S 10 de enero y 15 de o('tubre de 1900. las ResoluciOlh'S de la
Dirección C;en\.'ral de los Registros y del ~otaflado de 29 de d:C1embre
de 19S~. 111 y j7 de sepllembre de 1987. 19 de enero de 1988 y 5, 6 Y
7 de Icbrro lo1\.' 1Q90. v en cuanto a la lahor del Re,gistrador en la
depurución de lo personal resp\.'cto a lo real. las de 1 de :lbril y 25 de
junio de ,19R 1 Y de.' julio de 1984. ~O de mayo de 1987~ cl Que la cláusula
penal es Inválida por Infrtnglr varios ap:lrtados del fundumental 3rtículo
11} de la Ley de Defensa de los Consumidores. Que 5e revela que las
escrituras han sido redactadas unilateralmente por la parte compradora
(contralacion en masa) en contra de 10 declarado en el auto del
exc:kntísimo seúor Pn:sidcnte del Tribunal Superior de Justicia de
Catalufla d\.' 15 de octubre de 1990. Que principalmente se infringe el
número S del apartado c) de! articulo 10.1 y el numero 8 del ('Í1ado
artículo 10, Que demostrada la infracción de este precepto es evidente
qu~ la caliticación registral ha de comprender los preceptos de la referida
ky \.'n virtud de lo establecido en el artículo 18 de la Ley Hipotecaria y
101 del Reglamento Hipotecario. en relación con el artículo 10. apartado
4, d\.' la Ley d\.' Defensa de los Consumidores. En este punto hay que
destacar las Resoluciones de 7 de septiembre de 1989 y 1I de mayo de
1990. XII. Que el recurrente está de acuerdo con los defectos 5.\1 y 6.°
de la nota de calificación. XIII. Que en lo referente al defecto 7,° de la
nota se señala lo establecido en el artículo 18 de la Ley Hipotecaria y
párrafo 1.0 del artiulo 108 de! Reglamento Hipotecario.

v
El Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña confirmó

la nola dd Registrador fundándose en las alegaciones contenidas en
informe del mismo y en el auto'de dicha Presidencia, de 10 de enero
de 1990.

VI

El Notario recurrente apeló el auto presidencial, mantenienJuse en
sus alegaciones. y añadió: Que el ~nículo 434 del Reglamento Hipoteca­
rio dL'be limitarse a aqucl!:ls c1áusulas-o pactos que no de~noturali)';:¡n .:\
contrato nI rompe la uOIdad ne~ocial. Que en varias de las esmtUf:lS
ohJeto de los recursos. el Registrador ha extendido dos nota5 (1(­
caltlicación, con defectos distmtos en la segunda respecto a la pmnl'r:l.
que hace pensar l'll la aplicación del artículo .127 del Reglamento
Hipotecario, y, por otro iado. ha sido necesaria, a veces., hasta cuatro
presentaciones para que el señor Registraclbr realizara la calificación.
Que el problema de la consignación sería más lógico que se planteara
una vez producida la resolución. Que del texto de la escntura se II1tierc
que el precio se. integra por precio de contado e intereses y. por lanto,
no se contravienen tampoco e:n este punto las Resoluciones de S. 6 y 7
de febrero de 1990. Que 10 que hay que aclarar es si en la escritura se
establece un credito o un préstamo que son figuras distintas, aunque al
Registrador parece que le da igual una u otra figura. QUt: de la lectura
del auto parece que el Jr.otivo fundamental Que determina la inadmisión
del recurso consiste en Que no es admisible el pacto por cuya virtud el
vendedor, al ejercitarla facultad resolutoria. puede directamente retener
la pena, y aunque en el escrito del auto rare<:e que este tema no ha sido
objeto de discusión por esta parte, en e escrito del recurso se dice que
se aCl'p.tan las resoluciones antes citadas.

Fundamentos de derecho

Vistos los artículos [.504 del CódigO-Civil, 18 de la Ley HipotCt.'aria.
10 de la Ley de Defensa de los Consumidores, de 19 de julio de !984,
y las Resoluciones de 5, 6 y3 de febrero de 1990. y 8, 9. 10. I! Y' 14 de
octubre de 1991.

t. En este expediente se plantean una serie de cuestiones que Y:l
fueron resueltas en las Resoluciones citadas en los vistos, v que, ~n
cuar.to a los cuatro primeros defectos, junto al númt..'ro 6.('). pueden
rcsumirse 1.'0 estos dos: a) Si los intereses del precio aplazado pu\.'den
quedar o no amparados bajo la cobertura del articulo 1.504 del Código
CiviL y b) Si es o no inscribible la cláusula penal incluida en la
escritura calificada. ¡-"'o se entra en las subcuestiones a qul.' hace
refcr\.'ncia el d\.'fccto L J) Yb). al haber sido aceptadas por el recurrcnte.

2. En cuanto nI primer punto, no procede más que reiterar cn su
integridad la doctrina ffiunifcstad'l por este Centro directivo en las
resolucion-::s indicadas en el- sl'ntido de confirmar la validez de la
estipulación que \.'xtier.dc a la obligación de abono de intereses por el
apb¡::lmicnto de! pago del precio. la cobertura inherente a la condición
resnlutoria expliC'lta del articulo 1.504 del Código Civil. Por otro lado.
se hallan perli.'ct:lmenk deslindados entre sí -con todas bs consecuen­
cias jurídicas inhcrent-'s- d precio al contado, el precio aplazado y 1;1
ohligaciol1 de Inten:Sl'S (Véa5e hecho l) que la .voluntad negocia!
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Hechos

Ilmo. Sr. Director general de Administración Penitenciaria.

En el recurso gubernativo interpuesto por don Miguel Reiris Ah·arel.
como PreSidente del Consejo de Administración de ((jnmohlllana
~'Iódlllo, SOCIedad Anónima)). contra la negativa del RegIstrador mer­
cantil de Madnd a inscribIr una escritura de modificación y refundiClon
de Estatutos sociales.

RE5,-OU "C/O.V de 8 dc junio dc 1992. de la Dir('ln(JIl
(/('nc!"a{ de 105 Regi.l'lr05 J' dd '''''oranado. i'1I e/ J"('CUl"\u

>';lIhernariro imerpllCSlO por don Miguc/ Reiri.1 .·jflüre
~,(1/!10 PI"('I/11'nTl' d(:1 COllSCjO de, A.dlJlinislraolÍn de «(/nlllO'
l'¡,lial"l(J\lodlilo. Socfedad Anonlll/il¡', CO!lfr(J la llegilfil'(1
</d RC~I,\lrad()r mercantil de .Madrid a il1.\aihir un,)
('"critIlUl de I1wdUicac/ón r refundición de ES!Q/lf/(ls SII¡'ILJ
fes. . .
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11
Presentada dicha escritura en el Registro Mercantil de Madrid fue

calilil.:ada con la siguiente nota: «Se suspende la inscripción del presenlc
dOc-UnlL·ntO por wmprcnder los siguientes defectos que Impiden pracll­
cJrla: En el supuesto prc\'lsto eh d último párrafo del articulo 6 dc los
btatutos el precio de <ldClU1Siclón debe ser el correspondIente al yalor
real de las acclOnc-s. dcwrmlOado por el Auditor en los térmlnos
previstos en el artículo 114 de la Ley de Sociedades AnÓmmas. La
facultad concedida en el articulo 20. 1) a los Administradores deherá
limitarse:J. las Sociedades con objeto idéntico o análogo al de "Inmobi.
liaria Módulo. Sociedad Anónima" (artículo 2 de los Estatutos. 1~Q de
la Le\ de Sociedad Anómmas y 117 del Reglamento del Registro
Mercanl111. HabH~ndose <lmp\iado el objeto social no se acredita la
publlcarian de ~u anuncio en dos periódicos de gran circulación en la
provincia (aniculo l50 de la Ley de SOCIedades Anónimas y 164 del
Rcglamt'nto tiC'! Registro Men.:antil). Y en cumplimiento del articulo

comendando. asi C01110 que sc cumpliera la 1cgalidad Vl\lente v sc le
astgnma un puesto de trahalo acorde con su. calegon::l túnCloriamll y
admimSlrall\<l. que .ll1lplicira cl dc.;empcño .Jm::cw de lareas y flllKi(;­
ncs pfl)p1a~ 0C su (u~'rrc) y. en consecuenCIa, ,kbc ¡mular y anuiJ. 1l1~

referidos ados admilli.~trallVO~ impugnados, por no ser conformes ,11
ordenamiento Jundico. y debe declarar y dl:c1ara del derecho del rccu­
rrente a que [)or la Administración demundada se cursen las órdenes
oportunas al )ireclor del Centro Pcnitenciano de Granada pam que s¡;
abstenga de <hlgnar a :iquél. la rcali73ción de trabajos, tareas y funciones
que no ~can propia" del (w:rpo y Orupo admimstra~l\'o af que pCl1e­
nece~a~;Í C\1Il1U a ser nombrado para puestos de trabajO acordes con ;;u
categoría funl'ionanaL CUYOS cometIdos sean los descntos en la Ley
39/f970. de 22 de. dIciembre. y el Real Decreto 3261/1977. de I Je
diciemhre. Sll1 peT.JUll"!(l de que, en ~upuestos excepcionale~ y cuando
10 r~quieran 1-¡cCL'sld"dL'S Urgi;'ntcs del scrvic}o. se le puedan. aSlgnar
funCIOnes propIas de ütro~ Cuerpos de 1nslltuclOnes PeOltenclanas: IOdo
ello sin expreso pronuncwmiento en costas.)~

En su vir1ud. esta Secretaria General. de confonnidad con lo dis­
puesto en el articulo 103 v siguientes de la Ley Reguladora de la Ju­
risdIcción Conteneioso-Admimstmtiva, ha dIspuesto se cumplu en sus
propios terminos b cxpn:sadu sentcncia.

Lo que dIgo a V" l.. para su conocimiento y efectos.
Madrid. I de juma de 1992.-EI Secretario general de Asuntos Pc~

nitcnciarios. Anlonl Asunción Hemández.

El dia 21 de diciembre de 1990, ante el Notario de Madrid don
J\-1<mucl Rumos Armero se otorgó escritura de elevación a públicos de los
acuerdo., adoptados por la Junta General de la Sociedad (<lnmoblliana
Módulo. Socicdad Anónima)). de modificación y refundición de Estatu­
tos sot"iales. Por lo que aqui interesa. el articulo -2 de dichos Estatulos.
de nueva redacción, estable: «El objeto social lo constituye la realización
de toda clase de negocios inmobiliarios, en cualquier punto del territorio
nacional tanto de promoción de obras como de .construcción y reforma
de inmuebles. de- forma directa o subcontratada. así como la explotaríón
de bienes inmuebles bajo cualquier titulo jurídico y la enajenación o
gravámc-n de los mismos inmuebles -a la constitución sobre los nmmas
de cualquier derecho real.

Dichas actividades podrán ser desatroladas por -la Sociedad total o
parcialmente de modo indirecto. mediante la titularidad de acciones o
de participaciones. incluso en Sociedades con objeto idéntico o aná·
logm). Por su parte. el artículo 20.1 de los Estatutos, entre las facuItades
del Consejo de Administración. con el ITumero I recoge la slglllente:
«PartiCIpar en otras Sociedades constituidas o en período de conslllu­
cióm).

C\lIlSlituyc como una SOI~Lobhga(,.'10n mlegnmtc de la con¡r3prcsl::Jclon
h:l'>ica del comprador y se aplaz<l para ser satisfecho en 144 plazos
llh"115uales con un impane unitario Igual por mensualidad. ["Acepto el
ullimü, ~ además se im'orpora"u la escritura un cuadrtl de amortización.
firmado por ambas partes. en el que se especifica. siguiendo el sistcmJ
h;lllCés. la composición de cada una de las (uctas constantes. o sea, la
lHrh: qUl: dl'las mismas corresponde a amortización de capital y de ésta
:.ll abono de intereses, sin que lo que en cada año ha de ahonarse por
i:l(Cn,'scs cxcl'da de una anualidad de los mismos. computados mes a
mes. sohn: el total del capital garantizado. Por otra parte. 1n norma del
<:Iniculo 151. 2.°, del Reglamento Notarial relativa al uso de guarismos
en lclr:.> tiem' su cxccpt'ión en el propio precepto al señalar que no ser<í
l)e'cesario ((cuando constituvan rcferenria numérica de la:. fcthas v datos
de airas documentos)), como sucede en este caso. en que se testlmoni<l
d cuadro de amonizaciÓn.

3.. Igualmente. en relación a la inscripción de la cl<íusu!<.l penal y de
l¡l estipulación por la que el comprador había de ahonar. en, caso, de
rv~olucion. una delciminada canlidad en concepto de uso y ullllzaclón
del piso vendido. habrá que estar a 10 declarado en las resoluciones
t1l1t<lS \'('ces mencionadas que concluyen en la necesidad de la inscrip­
Ción registral de tales cláusulas en coherrncia con las exigencias de
d;lridad y precisión de los pronum:iamientos tabulares. y de la necesaria
(-\pn'SIÓn en el aSlcnto de todos los pormcnores del utulo que definan
b extensión del asiento inscrito. Unicameme habra que indicar. en
l-dllCl/lI1 con el extremo recogido en el apartado a) del delccto segundo
-no recurrido-o la consignación. en caso de resolución. tanto del precio
:lbonadú como de los intereses satisfechos. pues uno y otroS integran la
(·o1l1nlprcstación del comprador que equilibra la lrnnsmisión dominical
pL'rsegUlda. y Sin que pueda hacerse la dedUCCión directa.

4. Respecto de la pretendida vulnernción del artículo 10 de la Ley
tic Defensa de los Consumidores. de 19 de julio de 1984. ha de
It'COHiarsc la doctrina sentada .por este Centro directivo conforme a la
cual los medios de calificación de que dispone el Registrador -artículo
i S de lo Ley Hipotecaria- impiden a éste apreciar si las concretas
t'stipul~lciones debatidas tienen carácter abusivo conforme a dicha Ley.

5. El defecto 5.° de la nota no ha sido impugnado. y en cuanto al
recogido en el número 6. es el propio Presidente del Tribunal Superior
de Cataluña -que es a quien en las cuestiones que plantea el Derecho
("'¡vil de esta Comunidad Autónoma corresponde dictar la resolución
ddiniti\'a en estos recursos- el que estima en el auto apelado que
L'orresponde a la Dirección General decidir en este caso porque, en rigor.
'IIInq'ue la nota del Registrador alude a un apoyo en la tradición jurídica
eatal<in::!.. ((la base dc su argumentación se fundam-:nta en normas de
derecho común».

6. Por último. en cuantO al'defecto 7.° -no aportación de los
Estatutos sociales de la Entidad compradora-o procede su revocación
dadO" que en la escritura calificólda aparecen literalmente transcritos en
la parte que afecta a las facultades de quien compareció en su nombre
a formalizar-la compra pactada.

Esw Dirección General ha acordado revocar el auto apelado y la nota
del Registrador en los extremos recurridos.

Madrid. 1 de junio de 1992.-EI Director general. Antonio Pau
Pcdrón.

Sr. Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña.

RESOLUCJON de J. de junio de 1992, de la Secretaria
General de Asuntos Penitenciarios. por la que se dispone
el cllmplimiento de la sentencia de la Sala de lo Conten­
cioso-Administrativo del Tribunal Súperior dE' Justicia de
Granada. dictada en el recurso número 927//990, inter­
puesto por don Rafael Bahamonde PascllO!.

Visto por la Sala de lo Contencioso--Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Granada, el recurso número 927/1990. inter·
puesto por don Rafael Bahamonde Pascual, contra ,resolución de la Di­
rección General de Instituciones Penitenciarias de 13 de marzo de 1990.
Que desestimó las peticiones fonnuladas por el recurrente en escrito de
10 de octubre de 1989. la citada Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Granada. ha dictado sentencia de
23 de marzo de 1992, cuya parte dispositiva dice así: ((Fallo: Que re·
chazando como rechaza la causa de inadmisibihdad invocada por la
Administración demandada. debe estimar y estima íntegramente el re­
curso contencioso·administrativo inte!J'uesto por don Rafael Bahamon­
de Pascual, contra la resolución dictada, en fecha 13 de marzo de 1990,

'por la Subdirección General de Personal de la Dirección General de
Instituciones. Penitenciarias, que- desestimó las pcticione~ fonnuladas.
en escrito de fecha 20 de octubre de 1989, por el recurrente funCIOnario
del Cuerpo Especial Masculino de Instituciones Penitencianas. con des·
tino en el Centro Penitenciario de Granada. en el sentido de que se
dieran las órdenes oportunas al Director del Centro mencionado para
que se abstuviera de encomendarle .tareas o serVicios auxiliares" Il1CI,;¡-\·
nicos o de trámite administrativo similares a las que se le veman en-


